
DECRETO 31-2002 DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA 

LEY ORGANICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE CUENTAS 

Artículo 2. Ámbito de Competencia. Corresponde a la Contraloría General de Cuentas la función 
fiscalizadora en forma externa de los activos y pasivos, derechos , ingresos y egresos  y, en general, todo 
interés hacendario de los Organismos del Estado, entidades autónomas y descentralizadas, las 
municipalidades y sus empresas, y demás instituciones que conforman el sector público no financiero; de 
toda persona, entidad o institución que reciba fondos del Estado o haga colectas públicas; de empresas no 
financieras en cuyo capital participe el Estado, bajo cualquier denominación así como las empresas en 
que éstas tengan participación. 

También están sujetos a su fiscalización los contratistas de obras públicas y cualquier persona nacional o 
extranjera que, por delegación del Estado, reciba, invierta o administre fondos públicos, en la que se 
refiere al manejo de éstos. 

Se exceptúan las entidades del sector público sujetas por ley a otras instancias fiscalizadoras. 

La Contraloría General de Cuentas deberá velar también por la probidad, transparencia y honestidad en la 
administración pública, así como también por la calidad del gasto público. 

Artículo 3. Objetivos. La Controlaría General de Cuentas, a través del control gubernamental, y dentro 
de su campo de competencia, tiene los objetivos siguientes: (…) h) velar por la probidad, transparencia y 
honestidad de la administración pública; e i) Promover y vigilar la calidad del gasto público. 

Artículo 4. Atribuciones. La Controlaría General de Cuentas, tiene las obligaciones siguientes: a) Ser el 
órgano rector de control gubernamental. Las disposiciones, políticas y procedimientos que dicte en el 
ámbito de su competencia, son de observancia y cumplimiento obligatorio para los organismos, 
instituciones, entidades y demás personas a que se refiere el artículo 2 de la presente ley; b) Efectuar el 
examen de operaciones y transacciones financieras-administrativas a través de la práctica de auditorías 
con enfoque intr3gral a los organismos, instituciones, entidades y demás personas a que se refiere el 
artículo 2 de esta Ley, emitiendo el informe sobre lo examinado de acuerdo con las normas de auditoría 
generalmente aceptadas y de auditoría gubernamental vigentes; (…) d) Evaluar los resultados de la 
gestión de los organismos, instituciones, entidades y personas a que se refiere el artículo 2 de la presente 
Ley, bajo los criterios de probidad, eficacia, eficiencia, transparencia, economía y equidad; (…) 
j)Examinar la contabilidad de los contratistas de obras públicas y de cualquier persona individual o 
jurídica que, por delegación del Estado, reciba, invierta o administre fondos públicos, así como en 
aquellas en que el Estado delegue la administración, ejecución o supervisión de obras o servicios 
públicos, en lo relacionado con los fondos del Estado; (…). 

Artículo 19. Funciones de la Subcontraloría de Calidad de Gasto Público. La Subcontraloría de 
Calidad de Gasto Público tiene como función específica analizar y evaluar la calidad y el impacto del 
manejo de los recursos y bienes del Estado y de sus entidades, organismo e instituciones de la ejecución 
física y financiera del presupuesto asignado con relación a los planes operativos anuales. 

Artículo 20. Atribuciones Especificas de la Subcontraloria de Calidad de Gasto Público. Son 
atribuciones específicas de la Subcontraloría de Calidad de Gasto Público las siguientes: (…) b) Realizar 
análisis del impacto y de cumplimiento de objetivos de los planes, programas y proyectos ejecutados por 
las entidades, instituciones y organismos del Estado; (…) i) Realizar evaluaciones de campo y la 
determinación de impacto con las personas, familias, grupos y comunidades beneficiadas por los 
programas y proyectos ejecutados por entidades, instituciones y organismos del Estado; j) Emitir las 
recomendaciones correspondientes para garantizar la calidad del gasto público, las cuales serán de 
cumplimiento obligatorio por parte de las entidades, instituciones y organismos del Estado. 

 

 


